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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 2 de julio de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Kogan, Hitters, Soria, Pettigiani, de Lázzari, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 77.457, "Vicente, Oscar Alberto y García de Vicente, Liliana Beatriz contra Restaurant‑Parrilla‑Pizzeria 'San José' y/o propietario y/o responsable y otros. Cobro de pesos por indemnización daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S


La Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Dolores confirmó el pronunciamiento que hizo lugar a la caducidad de la instancia.


Se interpusieron, por la actora, recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley, siendo este último declarado inadmisible por esta Corte. Contra esta decisión se impetró recurso extraordinario federal, denegado éste se interpuso queja ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación quién la resolvió favorablemente revocando aquella inadmisibilidad.


Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S


1ª) ¿Es fundado el recurso extraordinario de nulidad?


    Caso negativo:


2ª) ¿Lo es el de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la primera cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:


Entiendo, en igual sentido que lo dictaminado por el señor Subprocurador General, que el recurso no puede prosperar.


Aduce el impugnante la conculcación de los arts. 168 y 171 del Código Procesal Civil y Comercial, configurada a su juicio en la preterición de cuestiones esenciales. Esgrime la falta de tratamiento de la indivisibilidad de la instancia, del planteo de exceso ritual manifiesto, de la temeridad y malicia en que habrían incurrido los demandados, del criterio restrictivo imperante en cuanto al cómputo del plazo y de la suspensión de los términos.


La queja no puede tener andamiento toda vez que esta Corte ha establecido que el recurso extraordinario de nulidad resulta improcedente cuando del examen del fallo impugnado resulta que las cuestiones que se dicen omitidas han sido expresamente tratadas, siendo ajeno al ámbito del recurso el acierto o error de la decisión (conf. Ac. 82.848, resol. del 20‑III‑2002; Ac. 82.201 y Ac. 83.863, ambas sents. del 24‑III‑2004).


En cuanto a lo que expone sobre la falta de fundamentación, tampoco cabe atender sus agravios, toda vez que no se configura la alegada transgresión del art. 171 de la Constitución de la Provincia si ‑como ocurre en el caso‑ el fallo tiene respaldo en expresas normas legales, siendo ajeno al ámbito del mismo el cuestionamiento referido a tal fundamentación y el examen del acierto de la decisión (conf. Ac. 92.499, resol. del 18‑V‑2005).


Por todo ello, doy mi voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Hitters y Soria, por los mismos fundamentos de la señora Jueza doctora Kogan, votaron la primera cuestión planteada también por la negativa.

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


I.‑ En cuanto respecta al vicio adjudicado a la sentencia dictada por el tribunal a quo y bajo revisión, consistente en al presunta omisión de tratamiento de varias cuestiones esenciales ‑detalladas en el recurso de fs. 997 y ss.‑, el suscripto entiende que lo que determina la nulidad del pronunciamiento a la luz de lo prescripto por el art. 168 de la Constitución de la Provincia es la omisión de tratamiento de una cuestión esencial en que incurriera el tribunal sentenciante por descuido o inadvertencia, pero no cuando la cuestión que se dice preterida quedó desplazada por la solución a que arribó el a quo (Ac. 70.487, sent. del 7‑II‑2001; entre otras).


En autos, la compulsa del decisorio del tribunal a quo de fs. 597/600 lleva al suscripto a concluir que las cuestiones que se dicen omitidas en verdad fueron lógicamente desplazadas por el decisorio de la mayoría, que llevó adelante la comprobación del tiempo de inactividad de la causa y su constatación con la norma del art. 310 inc. 3 del Código Procesal Civil y Comercial.


II.‑ En cuanto respecta a la alegada falta de fundamentación del pronunciamiento del tribunal a quo, la declaración de nulidad del fallo por vía del art. 171 de la Constitución provincial resulta procedente cuando aquél carece de base legal; de no ser así, el acierto en la aplicación de las normas debe canalizarse por el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (Ac. 78.448, sent. del 28‑VIII‑2002; Ac. 87.223, sent. del 24‑V‑2006; entre otros). En el recurso extraordinario de nulidad no puede cuestionarse el acierto de la fundamentación legal (Ac. 72.831 del 24‑XI‑1999; entre otros).


En el caso, los sentenciantes fundaron su decisorio ‑a partir de las circunstancias fácticas del caso‑ en fuentes jurídicas (art. 310, inc. 3 del C.P.C.C., carga legal de impulso del procedimiento que se adjudicó a la actora y la constatada inactividad procesal de la misma). Por consiguiente, el recurso resulta improcedente toda vez que el fallo impugnado tiene respaldo en expresas disposiciones legales y los agravios expuestos dirigidos ‑en verdad a cuestionar el acierto de lo decidido‑ resultan ajenos al presente medio de impugnación (Ac. 90.866, resol. del 31‑III‑2004; Ac. 96.829, resol. del 17‑V‑2006; entre otros).


Resulta improcedente el recurso extraordinario de nulidad que intenta controvertir el acierto jurídico de la decisión adversa porque es tema propio del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (Ac. 75.957, sent. del 28‑VIII‑2002; entre otros).


Por lo expuesto, voto por la negativa.


El señor Juez doctor de Lázzari, por los mismos fundamentos de la señora Jueza doctora Kogan, votó la primera cuestión planteada también por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:


I. La Cámara confirmó el decisorio de primera instancia que había decretado la perención de la instancia.


Basó su decisión, en lo que interesa al recurso, en que:


Si bien es cierto que resultan válidos como actos impulsorios los realizados por ambas partes, el impulso del procedimiento le corresponde a quien lo ha instado (fs. 597 vta.).


Al momento de acusarse la caducidad el plazo de inactividad que prevé el art. 310 del Código Procesal estaba cumplido no existiendo dudas al respecto y por ende la perención aparece como inevitable (fs. 598).


II. Contra esta decisión se alza el accionante, denunciando la conculcación de los arts. 34 incs. 4 y 5 aps. a, b, c, d y e; 36 incs. 1 y 2, 94, 95, 145, 157 3er. párrafo, 163 incs. 5 y 6, 164, 253, 266, 273, 310 inc. 3, 311, 312, 313 inc. 3, 316 in fine del Código Procesal Civil y Comercial; 15, 16, 1071, 3980 del Código Civil, 11, 15, 25, 168 y 171 de la Constitución provincial, 14, 17, 18 y 28 de la Constitución nacional.


Expone en suma que:


1) Los actos interruptivos cumplidos por uno de los litigantes benefician a los restantes en virtud de la indivisibilidad que caracteriza al objeto del proceso, siendo que el impulso puede provenir tanto del actor, del demandado como del órgano jurisdiccional (fs. 613/613 vta.).


2) La devolución de la cédula de notificación dirigida a la empresa "El Pibe S.R.L." y el consiguiente pedido y extracción de oficio peticionado por la demandada son actos interruptivos de la caducidad, puesto que hacen avanzar la litis (fs. 613 vta.).


3) Establece el Código de rito que la citación de un tercero suspenderá el procedimiento hasta su concurrencia o hasta el vencimiento del plazo que se le hubiere señalado para comparecer (fs. 615/616 vta.).


4) Frente al impedimento procesal derivado de la citación de un tercero y a los ulteriores trámites encausados por la propia incidentista para conocer el paradero de la empresa "EL Pibe S.R.L." y cuyo resultado se ignora, no puede el órgano jurisdiccional mientras el proceso está suspendido de hecho como de derecho, decretar la perención de la instancia (fs. 619/620).


5) Se ha consagrado una situación abusiva y contraria a derecho por parte de la accionada, pues la mismo peticiona el libramiento de un oficio a extraña jurisdicción en cumplimiento de los trámites que hacen a la citación de un tercero por ella misma propuesto, lo retiene aparentemente en su poder dejando transcurrir los plazos y luego de ello formula el acuse de caducidad (fs. 620 vta./621).


6) Si a cada petición de la actora para que se le corriera traslado de las excepciones opuestas por los coaccionados el judicante resolvía "tener presente lo expuesto para la oportunidad de comparencia de los citados terceros", resulta absurdo que luego de ello decrete la perención de la instancia (fs. 621 vta.).


III. Entiendo que le asiste razón al recurrente, toda vez que, anticipo, a mi juicio la decisión que decretó la caducidad de la instancia resulta errónea e inaplica en la especie lo normado por los arts. 95 y 311 2do. párrafo del Código Procesal Civil y Comercial.


Conforme surge de las actuaciones, a fs. 337 contesta demanda San José de Mar de Ajó S.A, solicitando la citación obligada de terceros (v. fs. 371) en los siguientes términos: "... atento a la naturaleza del juicio solicito se proceda a la citación de la empresa ‘Don Santos Pereyra y Cia S.A.’ ... quien vendiera a nuestros representantes las latas de zapallo en almíbar marca ‘El Pibe’ y al fabricante del producto enlatado zapallo en almíbar, la empresa ‘El Pibe S.R.L’...".


A fs. 390/390 vta. obra proveído judicial, el cual expresa "... En cuanto a lo solicitado en el punto 12) del escrito de fs. 361/397 y lo dispuesto por el art. 94 y ss del CPCC, cítese a los indicados en el referido punto, para que comparezcan a estar en derecho dentro del plazo de diez días...".


A fs. 430 contesta demanda Don Santos Pereira y Compañía S.A, oponiendo excepciones y solicitando la citación de terceros en estos términos "... Que atento que los productos El Pibe fueron adquiridos a la empresa fabricante El Pibe S.R.L, siendo que la controversia es común, solicito se sirva citarla en los términos del art. 94 del ritual, denunciando como domicilio en la calle Miralla 1750, ciudad de Buenos Aires...".


Es decir que el juzgador hizo lugar a la citación de terceros solicitada por ambos accionados, obrando en autos diligencias frustradas tendientes a la notificación de "El Pibe S.R.L.".


Esta Corte ha puntualizado que la intervención obligada del tercero en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial, constituye en esencia un supuesto de litisconsorcio necesario ‑art. 89 del Código citado‑ y la prescripción allí contenida que la sentencia lo afectará como a los litigantes principales ‑art.96‑ significa lisa y llanamente que puede ser ejecutado en el mismo proceso en que fue traído (conf. Ac. 33.128, sent. del 7‑VIII‑1984, "Acuerdos y Sentencias", 1984‑I‑384, "D.J.B.A.", 127‑462, "El Derecho", 112‑180, "Jurisprudencia Argentina", 1985‑II‑90, "La Ley", 1985‑A‑594, Ac. 33.130, sent. del 5‑II‑1985, "Acuerdos y Sentencias", 1985‑I‑52, "La Ley", 1985‑C‑355, "Jurisprudencia Argentina", 1986‑II‑124, "D.J.B.A.", 1985‑129‑546).


De tal manera, y a diferencia de lo que acontece en el caso de la intervención voluntaria de terceros, en la coactiva se suspenderá el procedimiento hasta la comparecencia o hasta el vencimiento del plazo que se le hubiere señalado a tal fin (Cám. Nac. Civil, sala F, 26-III-1975, "La Ley", 1975‑C‑581, sum. 1419, citado por Morello, Mario Augusto; Sosa, Gualberto, Berizonce Roberto Omar, "Códigos...", Ed. Editora Platense‑Abeledo Perrot, 1985, Tº II‑B, págs. 413/414).


En ese mismo sentido se ha expresado que la citación de un tercero no constituye una excepción, sino un incidente suspensivo del procedimiento (arts. 95 y 176, C.P.C.C.), pues mientras el citado se presenta o transcurre el plazo de la citación con su incomparecencia, el proceso en lo principal no puede avanzar (Morello, op. cit., pág. 408 y jurisprudencia allí citada).


Ello así, toda vez que resulta aplicable al caso el principio general contenido en el art. 95 del Código de rito según el cual la citación de un tercero suspenderá el procedimiento hasta su comparecencia o hasta el vencimiento del plazo que se le hubiere señalado para comparecer (conf. Palacio, Lino Enrique, "Derecho Procesal Civil", Tomo II, Ed. Abeledo‑Perrot, Bs.As., Tomo III, págs. 251/252).


Es decir que de lo expuesto y lo edictado por el art. 95 del Código Procesal Civil y Comercial, surge que el efecto de la intervención provocada de un tercero para que comparezca obligatoriamente es la suspensión del trámite hasta su comparecencia o hasta el vencimiento del plazo acordado para ella, único modo de asegurarle a quien será afectado por la sentencia como a los litigantes principales el legítimo resguardo del contradictorio.


En definitiva, la sola decisión de disponer la citación del tercero, lleva implícita como efecto la suspensión del proceso, porque así lo impone la ley; y esta suspensión es sine die en la medida en que al disponerse no se haya prescripto específicamente un plazo, y no requiere, por surgir dicho efecto expresamente de la norma, de un acto formal del juzgador que así lo disponga.


Ahora bien, la existencia de partes múltiples no altera la unidad del proceso, ni de la instancia, que resulta insusceptible de fraccionarse con base en el número de sujetos que actúan en una misma posición de parte, ya sea como actores o demandados. Por tanto, dado que la instancia es indivisible, la caducidad corre, se suspende o se interrumpe para todas las partes. Como la caducidad de instancia es un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, su aplicación debe evacuarse a ese carácter, sin llevar de modo ritual el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio (conf. C.S., sent. del 30‑IX‑1996, "Lanari, Luis c/ Provincia del Chubut", "La Ley", 1997‑B‑549).


Entiendo entonces que no cabe decretar la perención, toda vez que el art. 311 del Código procesal es claro en su redacción ya que permite computar los plazos señalados en el art. 310, pero siempre descontando el tiempo en que el proceso hubiese estado paralizado o suspendido por acuerdo de partes o por disposición del juez. O sea, que no puede computarse a los efectos de la caducidad de instancia, el tiempo que el expediente estuvo suspendido (conf. Colombo, "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación", Bs.As., 1969, v. II, p. 670), porque no corren los plazos que edicta el art. 310 del Código Procesal Civil y Comercial por así disponerlo específicamente el art. 311 2º párrafo del mismo, que establece que "Para el cómputo de los plazos se descontará el tiempo en que el proceso hubiera estado paralizado o suspendido por acuerdo de las partes o por disposición del juez".


Consecuentemente, el plazo para el cómputo se hallaba suspendido por efectos de la citación como tercero al proceso de "El Pibe S.R.L.", conclusión que avala la postura planteada por el recurrente, por lo que cabe hacer lugar a los agravios planteados por éste en la fundamentación de la presente vía extraordinaria.


Si lo que expongo es compartido corresponde hacer lugar al recurso, revocar la sentencia impugnada y rechazar el acuse de perención, con costas (arts. 68, 69 y 289 del C.P.C.C). Debiendo continuar los actuados según su estadio procesal.


Por todo ello, doy mi voto por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


1) He de seguir el sentido del voto de mi distinguida colega, la doctora Kogan, aunque por diversos fundamentos.


2) Discrepo con el criterio expresado en el sufragio precedente ‑en concordancia con algunos antiguos precedentes de este Tribunal‑, según el cual la intervención obligada del tercero en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial constituye en esencia un supuesto de litisconsorcio necesario (doct. causas Ac. 33.128, sent. del 7‑VIII‑1984; Ac. 33.130, sent. del 5‑II‑1985; Ac. 45.841, sent. del 31‑III‑1992, entre otras).


No estoy de acuerdo con dicha postura. En todo caso, lo que podría decirse es que cuando se presenta un supuesto de litisconsorcio necesario, la "integración de la litis" mentada por el art. 89 del cuerpo adjetivo, puede ser llevada adelante mediante el trámite de citación del tercero contemplado en el art. 94 del citado ordenamiento.


Pero ello nos aproximaría a una regla opuesta a la sentada en los aludidos precedentes de esta Corte, de los que me aparto. La intervención obligada ‑repito‑ no es una especie de litisconsorcio necesario, sino que, en todo caso, a la integración de la litis (propia del litisconsorcio necesario) cabría considerársela como un tipo de citación coactiva. O, lo que es lo mismo, que esta última puede tener como antecedente la existencia de un litisconsorcio necesario.


Y aún así, es de advertir que esta hipótesis lejos está de ser la regla. Por el contrario, en la mayoría de los supuestos en los que se convoca a juicio a un tercero respecto de quien se considera que la controversia es común (vgr., responsable indirecto que siendo demandado exclusivamente llama a quien considera obligado directo para oponerle los efectos de la sentencia, etc.), ni la ley ni la naturaleza de la pretensión imponen la litigación conjunta.


Acertó, por ende, el doctor Roncoroni cuando integrando esta Corte como conjuez expresó que "no siempre la intervención obligada de terceros constituye un supuesto de litisconsorcio necesario" (su voto en causa L. 35.283, sent del 11‑VII‑1991).


De todos modos, cabe aclarar que el punto sobre el que he formulado estas precisiones llevado por las afirmaciones de mi colega preopinante, no resulta dirimente en el sub lite. En efecto, sea que estemos ante un litisconsorcio facultativo o necesario, lo cierto es que a los efectos de la caducidad de la instancia la distinción carece de virtualidad, ya que en ambos casos la actividad procesal de uno de los litisconsortes beneficia a los restantes (art. 312, C.P.C.C.).


3) Queda entonces por verificar si, como refiere el quejoso, es cierto que el a quo, al decretar la perención cuestionada ‑el infanticidio procesal, como lo llamaba Calamandrei‑, infringió lo dispuesto en las normas procedimentales que denuncia violadas.


Inicialmente corresponde el siguiente interrogante: ¿es correcto afirmar que la suspensión del proceso hasta la concreción de la citación (art. 95, C.P.C.C.) conlleva la detención del plazo de marras, en los términos del art. 311 in fine de la ley adjetiva?


La respuesta a este interrogante requiere distinguir la instancia principal (abierta con el escrito de inicio) de la incidental. La primera (que enmarca el debate sobre la pretensión fondal) queda suspendida, como lo dispone el art. 95 del Código Procesal Civil y Comercial hasta el vencimiento del plazo fijado al tercero para comparecer, lo que importa la detención del cómputo de la caducidad en los términos del art. 311, último párrafo, del ordenamiento adjetivo.


A la inversa, el proceso incidental abierto para el llamado a intervenir de quien se considera involucrado en la controversia, no se ve paralizado. Por el contrario, la citación al tercero es un acto de impulso procesal necesario para llevar adelante el trámite, por lo que el efecto suspensivo que el art. 95 del Código procesal fija sobre la instancia principal no obsta al curso del término perentorio del incidente de citación.

El a quo, a mi entender, ha adjudicado indebidamente en autos, la carga de propulsar el trámite. Como dije, la citación del tercero es un incidente específico (doct. arts. 92, 175 y ss., C.P.C.C.) incoado por el aquí accionado, por lo que la caducidad, en todo caso, podría haberse pregonado con relación a la citación misma y no al proceso principal. De este modo, en los supuestos de llamamiento de sujetos ajenos a la relación procesal inicial en los términos del art. 94 del cuerpo de marras, las consecuencias de la falta de impulso de dicho incidente deben adjudicarse al citante. Es respecto de éste que el pedido de intervención "obligada" puede considerarse "desistido tácitamente" en tal hipótesis.


4) Concluyo por ende que la sentencia que decretó la caducidad de la instancia principal ha infringido las disposiciones legales prealudidas, por lo que corresponde revocarla y rechazar el acuse de referencia, con costas (arts. 289, doct. art. 274 y 68, C.P.C.C.).


Voto por la afirmativa.


El señor Juez doctor Soria, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votó la segunda cuestión planteada también por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


Se sostiene que "establecer el efecto interruptivo o no de determinadas actuaciones, o el momento desde el cual debe contarse el plazo de caducidad, constituyen cuestiones de hecho que sólo pueden ser abordadas en esta instancia extraordinaria si se pone en evidencia que son el resultado de un razonamiento viciado en grado de absurdo" (Ac. 47.460, sent. 10‑XI‑1992; Ac. 51.159, sent. del 5‑X‑1993; Ac. 55.037, sent. del 12‑IV‑1994, Ac. 52.448, sent. del 14‑III‑1995; Ac. 55.709, sent. del 9‑IV‑1996). "También lo son la valoración de la conducta del actor en el proceso, como la conclusión referida a que no se ha configurado una situación que autorice al accionante a permanecer inactivo y a la espera de un ‘acto impulsorio’ de la contraria" (Ac. 57.974, sent. del 4‑VI‑1996).


En autos, el suscripto encuentra que el decisorio del tribunal a quo se aparta de las expresas consecuencias jurídicas que impone al curso del proceso, el instituto de citación de terceros contemplado en los arts. 94 a 96 del Código Procesal Civil y Comercial, constituido el mismo ‑habida cuenta las circunstancias del caso‑ como una situación procesal que autorizaba al accionante a permanecer inactivo en tanto había suspendido el curso del proceso principal, a la espera de la debida integración de la litis requerida por el accionado.


Así, por compartir los mismos fundamentos, adhiero al Punto 3 del voto del doctor Hitters, que hallo suficiente como para fundamentar la violación de las disposiciones legales mencionadas ‑en especial arts. 95, 175 y ccdtes. Código Procesal Civil y Comercial‑ incurrida por el decisorio en crisis, al que cabe revocar y rechazar en consecuencia el acuse de negligencia impetrado, con costas (arts. 289, 68 y concs., C.P.C.C.).


Voto así por la afirmativa.


El señor Juez doctor de Lázzari, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votó la segunda cuestión planteada también por la afirmativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, por mayoría de fundamentos, se rechaza el recurso extraordinario de nulidad y también por mayoría de fundamentos, se hace lugar al de inaplicabilidad de ley, revocándose la sentencia impugnada, rechazando el acuse de perención, debiendo continuar los actuados según su estadio procesal; con costas (arts. 69, 289 y 298, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase. 
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